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       República de El Salvador

CONTRIBUCIONES DEL ESTADO DE EL SALVADOR SOBRE JUSTICIA CLIMÁTICA: PÉRDIDAS Y DAÑOS Y EL DERECHO AL DESARROLLO DE LOS NIÑOS Y LAS GENERACIONES FUTURAS. 

El Estado de El Salvador hace referencia a la comunicación recibida por el Relator Especial sobre el derecho al desarrollo, quién de conformidad con las Resoluciones 33/14 y 51/7 del Consejo de Derechos Humanos, solicita contribuciones que le permitan presentar en su siguiente informe, en aspectos relacionados con: a) Justicia climática: Pérdidas y daños; y (b) El derecho al desarrollo de los niños y las generaciones futuras.

Las contribuciones nacionales se proveen con información que ha sido aportada por Unidad de Medio Ambiente, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y del Consejo Nacional de Primera Infancia, Niñez y Adolescencia: 

A. Justicia climática: Pérdidas y daños.

1. ¿Cómo se ve afectada la realización del derecho al desarrollo por las pérdidas y daños, tanto económicos como no económicos, derivados del cambio climático? ¿De qué manera el impacto es experimentado de manera diferente y/o desproporcionada por diferentes individuos?

Los impactos adversos del cambio climático y la ocurrencia con mayor frecuencia e impacto de eventos hidrometeorológicos extremos provocan en todas las regiones del mundo pérdidas y daños en diferentes ámbitos, tanto económicos, sociales y ambientales, en concreto y con mayores afectaciones en cultivos agrícolas, ganadería, pesca, medios de producción, ecosistemas, biodiversidad, infraestructura pública y privada, infraestructura vial, social, productiva, entre otros, que afectan sin duda alguna el disfrute de los derechos humanos, como el derecho a la vida, la salud, al agua, la alimentación, la vivienda, la movilidad, la educación, la seguridad, el trabajo, entre otros, principalmente en poblaciones en situación de mayor vulnerabilidad.

Como consecuencia de la ocurrencia de eventos hidrometeorológicos extremos, El Salvador en años anteriores ha reportado afectaciones considerables en infraestructuras del sistema de salud, particularmente en zonas rurales, afectando la prestación de servicios esenciales, daños significativos en la infraestructura de centros educativos y las consecuentes suspensiones de clases a nivel nacional, instalación de albergues temporales durante las emergencias, afectaciones en viviendas, impactos directos y severos en la producción agrícola y pesquera, mayoritariamente la producción y pesca artesanal, daños en los sistemas de agua potable a nivel nacional, daños en la red vial nacional, sistemas de drenaje y líneas eléctricas producto del desbordamiento de ríos, entre otras afectaciones.

2. ¿Cuáles son las obligaciones de los Estados y otros actores, como las instituciones financieras de desarrollo y las empresas, para prevenir, mitigar y remediar los impactos de las pérdidas y daños relacionados con el cambio climático sobre los derechos humanos, incluido el derecho al desarrollo?

En primer lugar, los Estados ante las pérdidas y daños ocasionados por los efectos del cambio climático y su consecuente impacto en los derechos humanos, deberán garantizar el desarrollo de legislación, políticas, programas, planes y estrategias para la gestión del cambio climático, la Gestión Integral del Riesgo de Desastres, incluyendo la atención prospectiva de las pérdidas y daños que este provoca y la resiliencia al cambio climático. Asimismo, los Estados deben priorizar el proveer de recursos humanos, financieros, técnicos y tecnológicos que estén a su alcance para prevenir, mitigar y remediar los impactos del cambio climático.

Es por ello que la normativa e instrumentos en materia climática deben asegurarse de incluir un enfoque de derechos humanos, con el fin de contribuir a garantizarse mediante la adaptación, la reducción de riesgos y la resiliencia, especialmente de la población en situación de vulnerabilidad. 

Por otra parte, las instituciones financieras de desarrollo deberán priorizar y facilitar el acceso a recursos financieros no reembolsables, destinados a impulsar iniciativas en materia de reducción del riesgo de desastres, resiliencia, mitigación y remediación a los impactos ante el cambio climático, especialmente a países menos desarrollados. Asimismo, destacar la importancia de los Fondos Internacionales constituidos, tal es el caso de la aprobación y puesta en marcha del Fondo de Pérdidas y Daños que compensará a los países más vulnerables al cambio climático, en las recientes 27° y 28°Conferencia de las Partes de la Convención Marco de Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC).

3. ¿Cuál es la base jurídica y/o moral para que los Estados y otros actores, incluidas las empresas, contribuyan al Fondo para pérdidas y daños relacionados con el cambio climático?

Si bien es cierto, bajo la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) no se establece la responsabilidad jurídica de quienes han contribuido más al cambio climático y al calentamiento global, actualmente se ha desarrollado el concepto de justicia climática, que implica una relación entre derechos humanos y cambio climático, en donde los países que son más vulnerables a los efectos adversos del cambio climático, a pesar de haber sido quienes menos han contribuido a su generación, merecen recibir apoyo financiero de los países que más han contribuido al problema.

Asimismo, en el Art. 4 de la CMNUCC se determina que las Partes desarrollados, proporcionarán recursos financieros nuevos y adicionales para cubrir la totalidad de los gastos convenidos que efectúen las Partes en desarrollo para cumplir sus obligaciones, tomando en cuenta la necesidad de que la corriente de fondos sea adecuada y previsible, y la importancia de que la carga se distribuya adecuadamente entre las Partes desarrolladas.

Las Partes desarrolladas ayudarán a las Partes en desarrollo, particularmente vulnerables a los efectos adversos del cambio climático a hacer frente a los costos que entrañe su adaptación a esos efectos adversos, además de tomar todas las medidas posibles para promover, facilitar y financiar, según proceda, la transferencia de tecnologías y conocimientos prácticos ambientalmente sanos, o el acceso a ellos, incluyendo el apoyo  para el desarrollo y el mejoramiento de las capacidades y tecnologías endógenas de las Partes que son países en desarrollo[footnoteRef:1]. [1:  Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, Disponible en: https://unfccc.int/files/essential_background/background_publications_htmlpdf/application/pdf/convsp.pdf] 


El Acuerdo de París determina mantener el Mecanismo Internacional de Varsovia para pérdidas y daños y que se establezca un “centro de coordinación de la transferencia del riesgo que sirva de repositorio de información sobre los seguros y la transferencia del riesgo para facilitar los esfuerzos de las Partes por elaborar y aplicar estrategias de gestión del riesgo integrales”[footnoteRef:2] [2: ] 


4. Además de hacer una contribución financiera al Fondo, ¿qué componentes no financieros pueden ser relevantes desde una perspectiva de justicia climática (por ejemplo, transferencia de tecnologías verdes, creación de capacidad y vías de reubicación para los migrantes inducidos por el clima)?

Como parte de componentes no financieros en contribución al Fondo de Pérdidas y Daños, se debe contemplar la generación, divulgación y acceso de información técnica sobre cambio climático; la educación y sensibilización sin distinciones a la población sobre cambio climático para la toma de acciones; el fortalecimiento de capacidades técnicas y transferencia tecnológica que contribuyan a una respuesta planificada y a la creación de conocimiento e información especializada; la mejora de las condiciones de vida, especialmente de población en condiciones de riesgo; la reducción de brechas de desigualdad social; el fortalecimiento de mecanismos de participación y de espacios para la gobernanza climática, entre otros.

5. ¿Cómo debería ser un enfoque basado en los derechos humanos para hacer operativo y administrar el Fondo (por ejemplo, la integración de consideraciones como la accesibilidad, la no discriminación, la representación justa en la toma de decisiones, la sensibilidad de género y la adaptación a las comunidades marginadas y a los países especialmente vulnerables a los efectos adversos del cambio climático)?

El Fondo debe priorizar criterios sobre derechos humanos que acompañen la elegibilidad y la asignación de financiamiento para contribuir a garantizar su cumplimiento. Estos pueden ser bajo los enfoques de inclusión, equidad y no discriminación, acceso a información y participación, rendición de cuentas y transparencia, acceso a desarrollo y bienestar, entre otros. Asimismo, deben considerarse las circunstancias de cada uno de los países, es decir sus capacidades nacionales, garantizando el acceso a los países menos desarrollados y a aquellos con mayor impacto a consecuencia del cambio climático para la protección de los derechos humanos de sus poblaciones, especialmente en los sectores más vulnerables.
6. 	¿Cómo garantizar que el Fondo y/o la financiación de la lucha contra el cambio climático (incluidas la mitigación y la adaptación) no supongan una trampa de la deuda para los países en desarrollo?
Se debe priorizar que dichos fondos sean no reembolsables y no condicionados a acciones específicas por parte de los países que lo financian, atendiendo estos fondos a los países en desarrollo a sus necesidades y prioridades en materia de prevención y lucha contra el cambio climático. Asimismo, que sean fondos nuevos y adicionales, es decir, que no se denomine con un nombre nuevo a un fondo ya existente, o que con los fondos existentes se amplíen líneas de financiamiento. Se debe evitar encubrir el compromiso de los países desarrollados de financiar la acción climática con el fondeo de los países en vías de desarrollo a la deuda externa.

B. El derecho al desarrollo de los niños y de las generaciones futuras


1. ¿Qué significa el derecho al desarrollo para los niños de acuerdo con los marcos políticos e instrumentos normativos pertinentes? ¿Qué ocurre con el derecho al desarrollo de las generaciones futuras?

El derecho al desarrollo de niñas, niños y adolescentes debe comprenderse como la posibilidad de acceder en forma, tiempo y calidad, a servicios que les permitan desplegar todo su potencial humano en el contexto de relaciones sociales dinámicas. En coherencia con un enfoque de sustentabilidad, el derecho al desarrollo de las generaciones actuales debe comprenderse desde la necesaria e ineludible planificación e implementación intersectorial, interestatal e interregional, a través de la garantía. de medidas que aseguren que el estándar de vida actual y el disfrute actual de derechos sin comprometer los derechos de las generaciones por venir.

Los marcos políticos e instrumentos normativos pertinentes sobre el derecho al desarrollo para los niños, también implica garantizar su bienestar integral desde la primera infancia, previniendo la pobreza, la violencia, la desigualdad y la falta de oportunidades. En ese sentido, en el marco de la protección y promoción de los derechos de la niñez, El Salvador ha llevado a cabo significativas transformaciones legislativas, como ejemplo de ello, la aprobación de la Ley Nacer con Cariño en 2021[footnoteRef:3], en la cual se establecen los principios y normas generales de organización que permiten contar con un nuevo modelo de atención biopsicosocial poniendo como prioridad que las mujeres, los bebés y sus familias puedan acceder a servicios de salud de calidad en todas sus etapas. Transformando así, la atención integral para la persona humana. [3:  Gobierno de El Salvador, “Ley Nacer con Cariño para un Parto Respetado y un Cuidado Cariñoso y Sensible para el Recién Nacido”,(2021). Disponible en:https://crecerjuntos.gob.sv/dist/documents/Ley_nacer_con_carino.pdf.] 


2. ¿Cómo afectan a los derechos humanos de los niños y de las generaciones futuras las decisiones relacionadas con el desarrollo?

Las decisiones relativas al desarrollo económico inciden de forma directa en el marco de derechos de toda la población, incluidos los derechos de niñas, niños y adolescentes. La estructura y las dinámicas económicas son una de las bases más importantes del desenvolvimiento social, pues condicionan el tipo de bienes y servicios disponibles, las pautas de consumo, los modelos de producción, la riqueza social disponible, las posibilidades y mecanismos de reinversión y las pautas de redistribución de la riqueza; por ello, las decisiones relativas al desarrollo económico inciden en el marco de factibilidad que tienen los Estados para garantizar derechos.

El nivel de desarrollo de la tecnología y las políticas tecnológicas también inciden en la situación de los derechos, toda vez que distintos usos de la tecnología suponen diferentes formas y posibilidades del uso de recursos, ámbitos de generación de valor agregado y disposición de residuos. En el ámbito social, la tecnología condiciona los canales y mecanismos de interacción social, especialmente en el momento actual caracterizado por el auge de las tecnologías de la información y la comunicación.

En el caso salvadoreño, se pueden mencionar como factores que comprometen los derechos al desarrollo actual y futuro, el modelo de desarrollo basado en la terciarización de la economía (auge de una economía de servicios), con el cual se potencia la dependencia externa de bienes y servicios básicos del consumo de la población, como los alimentos. No obstante, muchas dinámicas son positivas para la economía familiar y social a partir de las acciones del plan control territorial y la dinamización del turismo.

3. ¿Cómo garantizar una participación significativa de los niños y las generaciones futuras en las decisiones relacionadas con el desarrollo a todos los niveles (por ejemplo, en la formulación de políticas o la evaluación de impacto)? ¿Existen buenas prácticas o modelos?


Para garantizar la participación sustantiva de la población, en especial, de niñas, niños y adolescentes, deben implementarse mecanismos adaptados al nivel de desarrollo de las capacidades de esta población, basados además en la información plena y con respeto a las diferentes exigencias, intereses, cosmovisiones y prácticas de vida. La participación ciudadana debe ser congruente con la diversidad cultural y promover que poblaciones tradicionalmente excluidas, como los pueblos indígenas, puedan tomar parte en las decisiones de los Estados, respetando e incorporando sus prácticas ancestrales.


Esta participación activa no sólo fortalecería la representación de los niños en el ámbito legal, sino que también fomentaría el desarrollo de habilidades de liderazgo, responsabilidad cívica y conciencia social desde temprana edad. Al consolidar la participación infantil de manera efectiva, se garantiza que las leyes y políticas adoptadas reflejan de manera más precisa las necesidades y perspectivas de la niñez, promoviendo un ambiente donde se fomente su desarrollo integral y se respeten sus derechos de manera significativa.
	
El fortalecimiento institucional también es un eslabón que debe ser considerado para potenciar la participación ciudadana. Dicho fortalecimiento debe propender a la creación de una cultura pública de servicio a las demandas de la población, la transparencia institucional, la rendición de cuentas, la eficiencia en los servicios, la calidad y la calidez de la atención, y la promoción de una cultura de convivencia y tolerancia. 

4. ¿Cómo integrar un enfoque interseccional en la participación de los niños para garantizar que se tengan en cuenta los impactos diferenciados sobre los niños debidos a diversas discriminaciones, exclusiones o vulnerabilidades? 

La interseccionalidad debe ser un principio fundamental en toda iniciativa relacionada con las políticas públicas. La perspectiva de interseccionalidad debe permitir poner en evidencia la forma en que cada población específica se ve enfrentada a las realidades sociales, especialmente en lo que respecta a los procesos de crecimiento y desarrollo económico. En el caso de la niñez y la adolescencia, es evidente que dada su condición etaria, se ven enfrentados a los procesos de desarrollo y sus efectos sin poder incidir en el marco de decisiones del Estado, de la sociedad civil y de las corporaciones privadas.

Los Estados deben incentivar una participación ciudadana con mecanismos que puedan relevar las diversas situaciones de vida de niñas, niños y adolescentes en función de múltiples variables sociales que los hacen sufrir múltiples desigualdades. Son variables relevantes de todo análisis social las condiciones derivadas del género, la edad, el lugar de residencia, el estrato socioeconómico, la procedencia étnica, entre otras condiciones que puedan fungir como parámetros de discriminación o de privilegio.

En función de lo anterior, la creación de consejos participativos de consulta a nivel local puede accionar como un mecanismo que coadyuve a que los Estados puedan ser receptores de las opiniones, vivencias y demandas de la niñez y la adolescencia en su diversidad social. 

5. ¿Qué medidas deberían adoptarse para proteger y empoderar a los niños defensores de los derechos humanos? 

En principio, los Estados deben reconocer de forma pública y con la máxima publicidad, el papel esencial que todos los defensores y garantes de derechos humanos juegan en el contexto de las sociedades democráticas. En seguida, se deben promover los mecanismos legales y programáticos de protección a los defensores de derechos humanos, incluidos los niños, niñas y adolescentes. y como garantes, asegurar los espacios de participación de las niñas y niños. Esto puede implicar la promulgación de leyes específicas y de políticas especiales en la materia.

Además, se debe promover desde el Estado y en coordinación con la sociedad civil, los mecanismos de participación de la niñez y la adolescencia en función del ejercicio progresivo de las facultades. Esto puede realizarse en diferentes niveles de la organización política del Estado, pero resulta relevante implementar mecanismos descentralizados que puedan potenciar la participación desde los territorios, los que además deben dar cuenta de la diversidad étnica prevaleciente en ellos.

6. ¿Cómo crear mecanismos de reparación judiciales y no judiciales adaptados a los niños para hacer frente a las violaciones de sus derechos en el contexto de las políticas, proyectos o programas de desarrollo?

En primera instancia, debe promoverse una cultura de denuncia y de contraloría social, de forma que los mecanismos judiciales y no judiciales sean sometidos al monitoreo. En este sentido, se deben crear instancias de monitoreo al servicio de la población que funjan como mecanismos de veeduría y contraloría, con apoyo del poder central del Estado.

Desde el ámbito institucional, se debe promover la creación de mecanismos de resolución de conflictos a nivel local, que permitan hacer más eficientes las respuestas institucionales con una visión territorializada y que no sobrecargue las instituciones centrales. Asimismo, se debe fortalecer mecanismos judiciales y no judiciales con más presupuesto y recursos.

Adicionalmente, se debe transformar la cultura de las instituciones para respetar, defender, proteger y promover los derechos de la ciudadanía, en especial de niñas, niños y adolescentes. Los principios elementales de la doctrina de la protección integral deben ser transversalizados en todas las intervenciones del Estado que les atañen. En tal sentido, los servicios institucionales deben estar adaptados a la diversidad de la población de niñas, niños y adolescentes en función, además, del diferente nivel de ejercicio de sus facultades humanas.
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